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EL HONORABLE CONGRESO CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COLIMA, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE CONFIEREN LOS ARTÍCULOS 33 FRACCIÓN II DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA LOCAL, EN NOMBRE DEL PUEBLO EXPIDE EL SIGUIENTE DECRETO, CON BASE EN LOS SIGUIENTES,
A N T E C E D E N T E S

1.- El Diputado Riult Rivera Gutiérrez y los demás integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, integrantes de la  Quincuagésima Octava Legislatura del H. Congreso del Estado de Colima, con fecha 15 de febrero de 2017, presentaron ante la Asamblea Legislativa, una Iniciativa de Ley con Proyecto de Decreto relativa a reformar y adicionar diversas disposiciones de la Ley para la Integración y Desarrollo Social de las Personas con Discapacidad del Estado de Colima.
Mediante oficio número DPL/1012/017 el 15 de febrero de 2017, los Diputados Secretarios de la Mesa Directiva del Honorable Congreso del Estado, en Sesión Pública Ordinaria, se turno a la Comisión de Educación y Cultura, la iniciativa en materia, para efectos de su estudio, análisis y elaboración del dictamen correspondiente.
2.- El Diputado Héctor Magaña Lara y los demás integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, Verde Ecologista de México y Diputado Único de Nueva Alianza, todos integrantes de la  Quincuagésima Octava Legislatura del H. Congreso del Estado de Colima, con fecha 01 de abril de 2018, presentaron ante la Asamblea Legislativa, una Iniciativa de Ley con Proyecto de Decreto en la que se propone adicionar un segundo párrafo al artículo 23 Bis 6 de la Ley del Estímulo y Fomento al Deporte y la Cultura Física del Estado de Colima.
Mediante oficio número DPL/1951/018 el 12 de abril de 2018, los Diputados Secretarios de la Mesa Directiva del Honorable Congreso del Estado, en Sesión Pública Ordinaria, se turno a la Comisión de Educación y Cultura, la iniciativa en materia, para efectos de su estudio, análisis y elaboración del dictamen correspondiente.
3.- El Diputado Héctor Magaña Lara y los demás integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, Verde Ecologista de México y Diputado Único de Nueva Alianza, todos integrantes de la  Quincuagésima Octava Legislatura del H. Congreso del Estado de Colima, con fecha 28 de febrero de 2018, presentaron ante la Asamblea Legislativa, una Iniciativa de Ley con Proyecto de Decreto, en la que se propone adicionar la fracción XXVIII al artículo 11 a la Ley de Educación del Estado de Colima.
Mediante oficio número DPL/1883/018, 28 de febrero de 2018, los Diputados Secretarios de la Mesa Directiva del Honorable Congreso del Estado, en Sesión Pública Ordinaria, se turno a la Comisión de Educación y Cultura, la iniciativa en materia, para efectos de su estudio, análisis y elaboración del dictamen correspondiente.
4.- El Diputado Miguel Alejandro García Rivera y los demás integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, integrantes de la  Quincuagésima Octava Legislatura del H. Congreso del Estado de Colima, con fecha 11 de octubre de 2017, presentaron ante la Asamblea Legislativa, una Iniciativa de Ley con Proyecto de Decreto, en la que se propone expedir la Ley que Regula el Otorgamiento de Becas y Estímulos Educativos del Estado de Colima.
Mediante oficio número DPL/1628/017 de fecha 20 octubre 2017, los Diputados Secretarios de la Mesa Directiva del Honorable Congreso del Estado, en Sesión Pública Ordinaria, se turno a la Comisión de Educación y Cultura, la iniciativa en materia, para efectos de su estudio, análisis y elaboración del dictamen correspondiente.
Los integrantes de la Comisión que dictamina procedemos a realizar el siguiente: 

A N Á L I S I S   D E   L A   I N I C I A T I V A

I.- La iniciativa presentada por el Diputado Riult Rivera Gutiérrez, en la exposición de motivos que la sustenta, señala textualmente que:
“La presente iniciativa tiene el objetivo de contribuir a la construcción de un Colima incluyente y respetuoso con toda la población que presenta algún tipo de discapacidad auditiva, es decir, de un Estado donde las personas con este tipo de limitaciones sean abrigadas por todo el Pueblo Colimense. Ello mediante la inclusión de la enseñanza de la Lengua de Señas Mexicanas (LSM) desde los primeros niveles de educación a través del Modelo Bilingüe de Educación de las personas sordas, el cual les pone en contacto con su lengua natural, la Lengua de Señas Mexicanas, y el español escrito, como segunda lengua.

Alrededor del mundo, desde hace un par de años, inició un gran movimiento que centra la atención al respeto e inclusión del sector de la población con algún tipo de discapacidad, entendida ésta como las deficiencias que afectan una función corporal, las limitaciones para ejecutar tareas diarias, o las restricciones en la participación de la vida en sociedad. Estas restricciones, o discapacidades se han clasificado, principalmente, en cuatro: motriz, cognitivo-emocional, psicosocial y sensorial.

La última de éstas, la sensorial, responde a cualquier tipo de deficiencia, por disminución grave o pérdida total, en alguno de los sentidos, como lo es el auditivo, lo cual ocasiona problemas dentro del ciclo de comunicación entre la persona con dicha discapacidad y la sociedad en general.

Para comprender con mayor precisión la temática es necesario explorar la educación que se otorgaba a la comunidad sorda en México durante los siglos XIX y XX. En el siglo XlX, entre los antecedentes más remotos sobre la educación impartida para las personas sin audición, se encuentra la Escuela Nacional de sordomudos, asimismo, se tiene registro de la creación de la Escuela de sordomudos y la fundación de la Escuela Nacional de sordomudos (ENS) como escuela para formar profesores. Ambas institutos creados por decreto presidencial de Benito Juárez.

El 15 de abril de 1861, Benito Juárez, quien era Presidente lnterino constitucional del país, decreta una Ley de instrucción; en el apartado correspondiente "De la instrucción Primaria" se señaló, en el artículo tercero, la creación de una Escuela de Sordomudos (Tamayo, 1972).

De esta manera, la educación de la comunidad sorda en México continúa con la creación de la Escuela Municipal de Sordomudos en junio de 1866. Posteriormente, el presidente Benito Juárez promulgó la Ley orgánica de Educación, el 2 de diciembre de 1867; de manera particular destaca el capítulo ll en donde señalaba que el alumnado deberá aprender lengua española escrita expresada por medio del alfabeto manual y pronunciada cuando haya aptitud para ello en la niña o niño.

En ese mismo decreto se dio el carácter Nacional a la Escuela de Sordomudos, tanto a la que atiende niños sordos como a la que forma profesores de sordos. Entre los objetivos de esta escuela se encontraba la enseñanza del español en su forma escrita, así como expresada por medio del alfabeto manual o de forma oral, en caso de que hubiera "aptitud para ello en el discípulo". Como se puede observar, no se hacía énfasis en la realización del sordo, pero sí en el aprendizaje del español.

Ante dichos antecedentes no cabe duda que México es un país multicultural y plurilingüe, sin embargo, aunque hoy en día se reconozca la diversidad de lenguas que se usan en el territorio nacional, pareciera no incluir a las lenguas empleadas por las comunidades sordas: la Lengua de Señas Mexicana (LSM). Este hecho se observa en la falta de una planeación y política lingüística en función de las necesidades de la comunidad con imposibilidad auditiva, y por ende, ha traído como consecuencia un rezago en el ámbito educativo.

Si bien es cierto que el estudio de la LSM es escaso, no se puede negar la existencia de sus usuarios, así como el derecho que tienen éstos a recibir una educación en su propia lengua. El uso de la Lengua de Señas para la educación del Sordo responde, no sólo a los derechos inalienables de las personas, sino, además al reconocimiento del valor de la enseñanza en la lengua materna para el desarrollo de las capacidades cognitivas, sociales y emocionales del educando, como se ha citado en numerosos documentos (UNESCO 1953, 2003; UNICEF  1999).

A pesar de lo anterior, la cotidianidad que se vive en las escuelas con los alumnos sordos nos permite observar cómo se les ha privado de este derecho al excluir el uso de su lengua materna para su enseñanza.

A fin de trabajar en la construcción de una sociedad incluyente, en donde las personas que tienen capacidades diferentes se puedan desarrollar plenamente dentro de la sociedad, el Estado Mexicano ha suscrito y ratificado diversos instrumentos internacionales como lo son la Convención sobre los Derechos de las personas con Discapacidad, el Protocolo Facultativo de dicha convención, así como la convención lnteramericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad.

De la mano al marco jurídico internacional que ha adoptado el país, se ha creado a nivel nacional la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, la cual tiene como objetivo establecer las condiciones necesarias para promover, proteger y asegurar el pleno ejercicio de los derechos humanos de todas las personas con algún tipo de discapacidad.

Asimismo, el Congreso de la Unión ha aprobado diversas reformas a fin de contribuir al empoderamiento de este sector de la población, ejemplo de esto es que la información que se transmite desde el Canal del Congreso debe ser difundida también por medio de la lengua de señas y subtítulos. Además, a mediados del año pasado, una importante reforma a la Ley General para la lnclusión de las Personas con Discapacidad, atribuye a la Secretaría de Salud la obligación de promover entre el personal médico y el administrativo que atienden a población con discapacidad auditiva, el aprendizaje de la lengua de señas, a fin de alcanzar una debida comunicación entre el personal y esta población.

Por su parte, el Estado de Colima, con una de las mayores prevalencias en México de discapacidad entre la población, siendo éste de 7.4o/o, ha emprendido diversas medidas en la temática. En el ámbito legislativo, para el 2005 se creó la Ley para la Integración y Desarrollo Social de las Personas con Discapacidad del Estado de Colima. Asimismo, diversos órganos de gobierno han convocado a la realización de actividades y foros para fomentar la conciencia entre la ciudadanía colimense de la necesidad de visualizar a este sector poblacional, así como de integrarlo a la vida cotidiana.

Tras evaluar el panorama que gobierna el territorio colimense, se aprecia que han sido algunas las medidas adoptadas por el gobierno en conjunto a la sociedad civil a fin de abonar al empoderamiento de la población con discapacidad auditiva, y facilitarles el proceso de inclusión a la vida en sociedad. En ese orden de ideas, se advierte que dentro del Estado falta impulsar, con mayor vigor, mecanismos para contribuir a una verdadera inclusión de las personas con discapacidad auditiva desde pequeñas y a lo largo de su vida.

En este sentido se observa un punto pendiente para contribuir al tema, precisamente la educación. En respuesta a esta omisión dentro del estado de Colima, se observa que se ha dejado de acatar lo dispuesto por la propia Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, que señala, dentro del artículo 24, numeral 3, inciso b: "(...) los Estados Parte adoptarán las medidas pertinentes, entre ellas: Facilitar el aprendizaje de la lengua de señas y la promoción de la identidad lingüística de las personas sordas".

Por su parte, la Ley General para la lnclusión de las Personas con Discapacidad, orienta el actuar de las autoridades educativas al estipular que la Secretaría de Educación Pública deberá incluir, desde los primeros años de educación, la enseñanza de un modelo bilingüe intercultural para la educación de las personas sordas debe en principio incorporar la Lengua de Señas Mexicana como la lengua base para la instrucción en el aula y el español escrito como una segunda lengua que forma parte de una competencia comunicativa en el sistema educativo. Seguramente al implementar dicha enseñanza en las escuelas de Colima, se contribuirá, no sólo a la inclusión y equidad de los niños con problemas auditivos, sino que, además garantizará que la niñez colimense tenga igualdad de oportunidades, practique la tolerancia, solidaridad, el respeto a la diversidad y la no discriminación.

Al hablar de la Lengua de Señas Mexicanas, nos referimos a aquella lengua reconocida oficialmente como lengua nacional, que forma parte del patrimonio lingüístico con que cuenta la nación, que se refiere a la "lengua de la comunidad de sordos en México, y consiste en una serie de signos gestuales articulados con las manos y acompañados de expresiones faciales, mirada intencional y movimiento corporal dotados de función lingüística".

Al referirnos a 'Sordo' y 'Sorda' con letra mayúscula, es en virtud de una convención que se ha utilizado para diferenciar al grupo de personas sordas que reconocen la Lengua de Señas como su lengua natural. El uso de esta convención en la escritura tiene como objetivo establecer una distinción entre la ausencia del sentido de la audición y el reconocimiento de la identidad de grupo. Así la palabra sordo con letras minúsculas hace referencia a la condición auditiva de los no oyentes, mientras que la palabra Sordo con mayúscula conduce a la referencia de un grupo de personas sordas que comparte una lengua de señas. Ello demuestra que el empleo de letras minúsculas o mayúsculas para la palabra sordo no es azaroso.

El uso de la lengua de señas permitirá el desarrollo integral de las personas sordas, y no con ello se descarta la necesidad del aprendizaje del español como una segunda lengua. Es importante el uso de ambas lenguas para diferentes fines y contextos, así como el respeto que debe prevalecer mutuamente entre las culturas oyente y sorda.

La propuesta de un modelo bilingüe intercultural involucra aspectos lingüísticos, pedagógicos, antropológicos, socio-históricos, culturales, políticos y hasta administrativos. Por un lado no podemos negar que la sociedad oyente ha impuesto su visión sobre el rasgo biológico de la sordera al considerarlo como un factor discapacitante, y no como el rasgo que permite la integración de un grupo de personas que lo poseen. La sordera es un rasgo que marca las relaciones sociales de quienes la tienen, impacta en su forma de ver, ser y estar en el mundo, se integran en una comunidad que difiere de la sociedad oyente.

Es así como los Sordos son poseedores de una cultura y una lengua que es diferente a la oral. La lengua se convierte en símbolo de su identidad los cohesiona y los convierte en miembros de una minoría lingüística.

El marco teórico en el cual se mueve esta propuesta pedagógica bilingüe intercultural, se encuentra el reconocimiento y la importancia de la adquisición de una primera lengua, en este caso la lengua de señas, considerada como la lengua natural del sordo y la lengua escrita como una segunda lengua.

Ahora bien, en este modelo es fundamental el uso de la lengua de señas. Al respecto es indispensable que en el personal de la escuela haya enseñantes sordos nativos para garantizar que las señas empleadas sean efectivamente la LSM, así como atender al hecho de que los docentes oyentes no empleen alguna forma de español signado, sino que utilicen la lengua de señas. Por tanto, se requiere que los maestros oyentes reconozcan primeramente que las lenguas de señas no son calcos de las lenguas orales; su forma de organización que permite potencializar el uso del espacio señante, de las manos, de los gestos y del cuerpo para comunicar un mensaje, propio de la naturaleza de la modalidad visogestual en que estas lenguas se expresan. Y a continuación entender las diferencias de la estructura lingüística que se observa entre la LSM y el español.

Con el propósito de poner fin a las barreras de comunicación que aísla a las personas sordas en el estado, así como con el objetivo que la niñez colimense sea generadora de una cultura inclusiva, el suscrito Diputado, Riult Rivera Gutiérrez, y sus compañeros de Grupo Parlamentario, subrayamos la necesidad de implementar, desde el ciclo de educación inicial, la enseñanza del Modelo Bilingüe de Educación al sordo mediante la implementación de la Lengua de Señas Mexicanas, con los siguientes propósitos principales:

I. GENERAR una cultura de inclusión, equidad y respeto a las personas con algún tipo de discapacidad auditiva;

II. Promover, desde niños, el uso de la Lengua de Señas Mexicanas a quienes tienen pérdida total o parcial de este sentido, para facilitar su desarrollo dentro de la sociedad colimense con toda la facilidad posible, y;

III. Dotar a las niñas y niños sordos e hipoacusicos del estado habilidades y competencias que contribuirán en el proceso de aprendizaje y desarrollo de la lengua escrita, mismo que los fortalecerá como educandos y futuros ciudadanos mediante el Modelo Bilingüe de Educación al Sordo (LSM y español! escrito).

IV. Capacitar, por medio de cursos de actualización docente a maestros que tienen alumnos sordos e hipoacusicos en sus aulas de educación pública y privada en el Modelo Bilingüe de Educación al Sordo y Lengua de Señas Mexicana.

V. Respetar y garantizar el derecho de estudiar en la misma escuela y aula regular a personas con discapacidad auditiva, de igual manera, que los estudiantes integrados a escuelas públicas y privadas que no imparten educación especial, así como en aquellas que imparten educación especial, cuenten con el apoyo o asesoría de profesionales en materia de interpretación educativa de LSM y manejo del Modelo Bilingüe de Educación al Sordo; y

VI. Instituir en escuelas de educación básica, media superior y superior pública y privada, el acompañamiento de intérpretes en LSM en materia educativa”.

II.- La iniciativa presentada por el Diputado Héctor Magaña Lara, en la exposición de motivos que la sustenta, señala textualmente que:
En los últimos años ha incrementado el interés por la práctica del deporte o de alguna actividad física, y por ello, se han sumado los esfuerzos para la creación de una gran cantidad de instalaciones deportivas en todo el Estado, mismas que son una muestra de dicho interés por parte de la sociedad.

En ese sentido, tenemos que cientos de personas acuden a diario a alguna de estas instalaciones a desarrollar la actividad física de su preferencia, buscando mejorar principalmente su condición física y su estado de salud.

Es notable que el estar activos físicamente no solo constituye un beneficio propio, sino que se contribuye a buscar un estado con habitantes sanos y con mejor calidad de vida. 

Es así, que en el desarrollo de actividades físicas y deportivas es frecuente que sucedan accidentes, me refiero a las caídas, golpes, raspaduras, lesiones, por mencionar algunos, y para ello resulta fundamental brindar la atención de emergencia en el mismo lugar en donde aconteció el accidente. Lo anterior es vital, puesto que, el contar con un botiquín de emergencia en dicho lugar puede marcar la diferencia al disminuir las consecuencias del percance. 

El no contar con un botiquín de emergencia en cada área dedicada al deporte, nos posiciona en un escenario poco alentador, en donde no existe una atención idónea de estos accidentes. 

A nivel mundial, las lesiones por accidentes son consideradas como una de las primeras cinco causas de mortalidad e incapacidad. Por lo que hay que estar preparados por si ocurre algún percance como este y es mucho mejor contar con un botiquín de primeros auxilios cerca para dar asistencia a los accidentados. 

Todo esto puede prevenirse, por ello, la presente iniciativa propone la obligatoriedad de que todas las instalaciones dedicadas a la cultura física y al deporte cuenten con al menos un botiquín de emergencia que esté al alcance de todas las personas. De esta manera se propone adicionar un segundo párrafo al artículo 23 Bis 6 de la Ley de Estímulo y Fomento al Deporte y la cultura Física del Estado de Colima.

III.- La segunda iniciativa presentada por el Diputado Héctor Magaña Lara, en la exposición de motivos que la sustenta, señala textualmente que:
“La orientación vocacional es fundamental para darle estructura a un proyecto de vida, pues gracias a ella se puede otorgar de acuerdo a los gustos y aptitudes de cada estudiante una orientación que le permita tomar una decisión adecuada para su futuro académico y profesional.
Dicha orientación es un proceso que tiene como objetivo despertar intereses vocacionales, ajustar esos intereses a la competencia laboral y a las necesidades del mercado de trabajo.
El desconocimiento de los intereses y habilidades de las y los estudiantes, hoy en día trae consigo una consecuencia preocupante, de acuerdo a las estadísticas el 79% de los estudiantes no tienen claridad respecto de la carrera que elegirán y de esta cifra, es el 43% barajan tres carreras, un 31% tienen en mente dos, y un 5% se encuentran perdidos y no saben que estudiaran, concibiendo expectativas poco realistas.
Como legisladores no debemos de ser indiferentes a tal situación y en vez de ello, debemos de implementar las medidas necesarias para garantizar el pleno derecho a la educación, velando por que se acceda a ella de manera más adecuada.
El definir qué carrera estudiar, en que trabajar, así como identificar las oportunidades de su entorno, es una de las decisiones más difíciles a las que se enfrenta el sector estudiantil y por ello es necesario brindarles información y una oportuna asesoría.
Un ejemplo de la problemática abordada, es el caso del estudiante que ingresa a una carrera sin estar convencido de hacerlo y en el trayecto descubre que dicha carrera no es de su agrado, tomando alguno de los siguientes caminos; cambiar de carrera, terminar dicha carrera pero no llegar a ejercer su profesión o en el peor de los casos abandona sus estudios de manera definitiva, alterando su proyecto de vida.
La presente iniciativa pretende evitar que suceda lo anterior, por lo que se propone adicionar la fracción XXVIII al artículo 11 de la ley de Educación del Estado de Colima, contemplando que la educación impartida por la autoridad educativa estatal y los particulares, se incluya como uno de sus fines el fomentar e implementar programas y acciones que tengan por objeto promover la orientación vocacional, a fin de favorecer a que los estudiantes construyan su proyecto de vida.
Lo anterior es viable debido a que nuestra mencionada ley no contiene disposición alguna en donde se contemple la orientación vocacional como parte de la formación estudiantil.
El impacto de esta propuesta se manifiesta en un futuro profesional exitoso, en donde los profesionistas desempeñen la labor deseada, mejorando de esta manera nuestro tejido social.”

IV.- La segunda iniciativa presentada por el Diputado Miguel Alejandro García Rivera, en la exposición de motivos que la sustenta, señala sustancialmente que:
“La constitución Política de los Estados unidos Mexicanos en su artículo 3o, establece el derecho de todo individuo a recibir educación, siendo responsabilidad del Estado la impartición de la educación básica, así como la promoción y atención del resto de los tipos y modalidades educativos.

En el mismo sentido, La constitución Particular de nuestro Estado, refrenda dicha Garantía al establecer en las fracciones I y lll, de su artículo primero, la obligación que éste tiene de garantizar de manera plena los derechos de la niñez colimense, incluido el de la Educación, debiendo en ese sentido guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a este sector de la población, amén de que este rubro deberá de ser motivo de especial atención, en los términos que establece la constitución General de la República. Asimismo, la fracción XlX, del artículo 58 de nuestra carta magna, establece la obligación que tiene el Ejecutivo del estado de dirigir y fomentar por todos los medios lícitos posibles, la Educación pública, de acuerdo con esta constitución y la Federal; y procurar el adelanto y mejoramiento social en todos los órdenes. 

Respecto de lo anterior, La Ley General de Educación en sus artículos 32 y 33, fracciones VIII y XI, establece el compromiso de las autoridades educativas de construir condiciones que permitan el ejercicio pleno del derecho a la educación de cada individuo, así como una mayor equidad educativa e igualdad en oportunidades de acceso y permanencia en los servicios educativos, para lo cual se desarrollarán programas de becas y apoyos económicos a estudiantes, y se promoverá una mayor participación de la sociedad en la educación

Por su parte, la Ley de Educación del Estado de Colima, en sus artículos 89, fracción lX y 104, fracción lV, establece la responsabilidad de garantizar que todos los habitantes de la Entidad tengan las mismas oportunidades de acceso al Sistema Educativo, mediante la realización de las actividades señaladas en el párrafo que antecede.

El Plan estatal de desarrollo 2015-2021 reconoce que en materia de educación en nuestro Estado "persiste el rezago educativo, la baja calidad en la secundaria, la cobertura insuficiente en el nivel de educación media superior y la desvinculación de la educación superior con el mercado laboral, por lo que con el mismo se pretende reducir las brechas en el rezago educativo y mejorar la vinculación de la educación superior con las necesidades del mercado laboral de la entidad."

No podemos pasar por alto que el reconocimiento al mérito académico, deportivo, artístico, científico y al esfuerzo y aprovechamiento, constituyen elementos fundamentales para incentivar y apoyar a los niños y jóvenes que, en muchas ocasionas haciendo frente a situaciones económicas poco favorables, deciden estudiar o continuar sus estudios.

La formación y preparación de niños y jóvenes en el aspecto académico, resulta primordial para el desarrollo social, cultural, cívico y económico del Estado, por lo que los recursos financieros y humanos del Gobierno Estatal deberían estar en su mayoría enfocados hacia la función educativa.

Así pues, es obligación de las autoridades educativas, desarrollar programas para proporcionar becas y apoyos económicos a las personas que lo requieran. Lo anterior promueve el progreso en materia de equidad educativa, pues facilita el acceso, permanencia y conclusión satisfactoria de estudios. Además es de destacarse que las becas son una inversión importante para el desarrollo de la entidad, porque éstas facilitan a las y los niños así como a las y los jóvenes colimenses el acceso a una preparación académica suficiente y adecuada que les permita vivir mejor ya que la finalidad de las becas, estímulos educativos y apoyos financieros, es reconocer los esfuerzos que coadyuvan al desarrollo del Estado y promueven el avance educativo, político, social, cultural y económico. Por eso es importante que las autoridades concedan seguridad por medio del otorgamiento de los recursos de manera transparente, imparcial y objetiva.

En nuestro Estado existen alrededor de 200 mil estudiantes, de ellos, el 90% cursa sus estudios en el sistema público, únicamente en los niveles de educación media superior y superior hay casi 50 mil estudiantes.

Según datos de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado, Ia eficiencia terminal en el nivel de secundaria es del 81%, en el nivel de educación media superior oscila en un 65.3% y en el nivel superior se registra una tasa de abandono escolar de 10.1%.

Durante su campaña por la Gubernatura de Colima, El Ejecutivo del Estado prometió, entre otras muchas cosas, que implementaría el programa de becas más ambicioso de la historia de la entidad. Así, durante el ejercicio fiscal 2015 el presupuesto para becas fue de 43 millones de pesos, en el siguiente ejercicio se incrementó aproximadamente 800 mil pesos, y para el ejercicio en curso el presupuesto asignado a este rubro fue únicamente de 44 millones setecientos noventa y cinco mil pesos.

En retrospectiva, durante el ejercicio fiscal 2014, el congreso del Estado aprobó casi 50 millones de pesos para destinarse a becas educativas, una cifra muy superior a la con que actualmente el Ejecutivo del Estado pretende hacer historia.

Respecto de dicha disminución, no se puede argumentar la falta de recursos, pues los presupuestos de egresos del Estado se han venido incrementando de manera paulatina año con año, no obstante el incremento se refleja solamente en rubros como servicios personales, bonos a burócratas o comunicación social, observándose en este último un incremento de 6 millones en el ejercicio 2015 a 44 millones durante el año fiscal en curso, es decir en este 2017 la partida presupuestal correspondiente a comunicación social, comparada con el último año de Gobierno de Mario Anguiano Moreno se incrementó en un 733.33%.

Sin embargo el asunto no consiste solamente en la cantidad de dinero que el Gobierno del Estado destina al rubro de becas, el problema real consiste, en que al no conocer la sociedad colimense los criterios que regulan el otorgamiento de dichos apoyos en el Estado, ni quiénes son los encargados de autorizarlos, en múltiples ocasiones estos recursos terminan siendo utilizados como parte de las redes de clientelismo político de quienes otorgan dichos estímulos educativos.

De acuerdo a un boletín de prensa, el 18 de diciembre de 2012, el entonces mandatario Mario Anguiano Moreno, destacó en materia educativa la creación del "lnstituto Estatal de Becas", mismo que en ese año tuvo una inversión de superior a los 38 millones de pesos en beneficio de 13 mil 500 estudiantes.

Sin embargo, el 77 de enero 2014 -trece meses después- el propio Anguiano Moreno informó ante la prensa que "se está analizando (...) la idea de crear un lnstituto de Becas. Van a seguir dándose todas las becas pero se va cuidar que se no vayan a duplicar"

Así las cosas resulta incongruente que en el presupuesto de Egresos para el ejercicio fiscal del año 2017, aprobado por el Congreso del Estado, se destinaran al citado lnstituto 42 millones 286 mil 363.84 pesos, es decir, cuatro millones de pesos más de lo reportado por Anguiano Moreno.

En contraste, la Secretaría de Finanzas y Administración reportó en su Resumen de Egresos que ese año el gobierno estatal solamente destinó 22 millones 997 mil 458.77 pesos a este instituto bajo la clave 41,524, es decir, casi 20 millones de pesos menos de lo presupuestado.

El multicitado instituto ha figurado en los presupuestos de egresos de los ejercicios fiscales 2012, 2013, 2014, 2015 y 2016, solamente que durante el presente ejercicio a la misma clave presupuestal se le sustituyó el nombre por el “fondo de becas”.

 II.- Que los integrantes de esta Comisión de Educación y Cultura, solicitamos al Instituto Colimense para la Discapacidad, a la Secretaria de Educación y a la Secretaría de Planeación y Finanzas del Gobierno del Estado de Colima, la emisión del criterio técnico respecto a la iniciativa señalada en la fracción que antecede, ello mediante oficios DJ/467/017 y DJ/0131/017;lo anterior en observancia a lo establecido por el artículo 16 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y de los Municipios.

Con relación a la iniciativa presentada por el Diputado Riult Rivera Gutiérrez, el Instituto Colimense para la Discapacidad, dio respuesta ello mediante oficio 228/2017, el cual esencialmente señala lo siguiente:

“Una vez realizado el análisis correspondiente de la iniciativa en comento, se concluye que la misma viene a beneficiar a los grupos minoritarios que por situaciones particulares se encuentran en una situación de vulnerabilidad, como lo son el caso de las personas con discapacidad y de esta manera fomentar su inclusión a la sociedad, así como garantizar la protección a los derechos humanos, quienes por las características propias precisan de una mayor protección, siendo necesario mantener un sistema permanente de apoyo e inclusión que sea capaz de mejorar su condición de vida.”

Así mismo, la Secretaria de Planeación y Finanzas de Gobierno del Estado, emitió respuesta ello mediante oficios S.P.Y.F./DGJ/015/2017, el cual esencialmente señala lo siguiente:

“Con fundamento en el artículo 40, de la Ley de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria del Estado de Colima y el artículo 16 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, se concluye que no existen fuentes de financiamiento adicionales para sustentar las erogaciones derivadas de dicha iniciativa; implica compromisos financieros que afectan negativamente la sostenibilidad de las finanzas públicas, el balance presupuestario e incrementaría el creciente déficit actuarial en materia de pensiones y jubilaciones que enfrenta hoy en día el Gobierno del Estado.”

En cuanto a la iniciativa marcada en la fracción II que antecede, se solicito la emisión de Criterio Técnico e Impacto Presupuestal, al Instituto Colimense del Deporte, con el número de oficio DJ/946/18; a lo que dicho Instituto remitió contestación bajo el número de oficio No. INCODE/329/2018 de fecha 17 de julio del 2018, y manifiesta lo siguiente:

“…que las unidades deportivas y canchas de usos múltiples con sede en los municipios, sean las direcciones deportivas de los H. Ayuntamientos quienes aporten este elemento tan indispensable como se ha manifestado en la exposición de motivos con ello se obtendrá una mejor coordinación del mismo y una erogación menos significativa.

Finalmente, dicha iniciativa no se encuentra alineada con el Plan Estatal de Desarrollo 2016-2021.”

“El impacto presupuestario se realizó con un solo botiquín, sin embargo se tienen contemplados un total de 2 para la Unidad Morelos, por año.”

Ahora bien, en cuanto a la iniciativa señalada en la anterior fracción III, se solicito la emisión de Criterio Técnico e Impacto Presupuestal a la Secretaría de Planeación y Finanzas con el número de oficio DJ/917/018; por lo que dicha Secretaría, remitió contestación, bajo el oficio No. S.P. y F./417/2018 de fecha 27 de abril de 2018, en dicho oficio señala:
“La Dirección de Presupuesto, de la Dirección General de Egresos, de esta Secretaría, señala que con el objetivo de estimar el impacto presupuestario que podría generar la aplicación de las disposiciones, previsiones o supuestos que sean materia del proyecto de Ley o Decreto, requiere, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 6, segundo párrafo del Presupuesto de Egresos del Estado de Colima para el Ejercicio Fiscal 2018, que el ente público al que correponderá en su momento la aplicación de la norma propuesta; que se requerirán para ese efecto, por ser éste, el que cuenta con la información exacta para determinar el Impacto Presupuestal aprobado para el presente ejercicio fiscal.

Finalmente se solicitó la emisión de Criterio Técnico e Impacto Presupuestal  a la Secretaría de Educación del Estado, con el número de oficio DJ/811/017; a lo que dicha Secretaría dio contestación bajo el número de oficio SE/CSEE-075/2018 con fecha de 25 de enero de 2018, en su respuesta sustancialmente refiere lo siguiente:
“…Y considerando que la iniciativa que nos ocupa propone la creación del Instituto de Becas y Estímulos Educativos del Estado de Colima, como organismo descentralizado de la Administración Pública Estatal, con la personalidad jurídica y patrimonio propio, y tiene como objeto el fortalecimiento, difusión promoción  transparencia de los programas de becas y estímulos educativos que otorga el Gobierno del Estado, así como las que otorguen los particulares con autorización o reconocimiento de validez oficial de estudios, estableciendo que el Congreso del Estado de Colima tomará las previsiones necesarias a efecto de dotar de presupuesto suficiente al Gobierno del Estado para el ofrecimiento y otorgamiento de los programas de becas y estímulos educativos señalados en la iniciativa, así como para el óptimo funcionamiento del Instituto, según lo señalan los artículos 1, 7 y octavo transitorio de la referida iniciativa; se estima que no corresponde a esta Secretaría determinar si tiene o no impacto presupuestal tal proyecto.”
III.- Leídas y analizadas las iniciativas en comento, los Diputados que integramos esta Comisión dictaminadora, mediante citatorio emitido por la Presidenta de la Comisión de Educación y Cultura, sesionamos al interior de la Sala de Juntas “Gral. Francisco J. Múgica”, a efecto de realizar el dictamen correspondiente, con fundamento en el artículo 91 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, con base a los siguientes:

C O N S I D E R A N D O S

PRIMERO.- Esta Comisión de Educación y Cultura, es competente para el estudio y análisis de las iniciativas en estudio, de conformidad con lo establecido en la fracción II del artículo 33 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima; asimismo con por la fracción II, del artículo 50 del Reglamento a la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado.

SEGUNDO.- Una vez realizado el estudio y análisis de la iniciativa en comento, los Diputados que integramos la Comisión del Educación y Cultura, consideramos manifestar lo siguiente:
En relación a las iniciativas presentadas por los Diputados Riult Rivera Gutiérrez y Héctor Magaña Lara, que proponen reformar y adicionar la Ley de Educación del Estado de Colima, Ley para la Integración y Desarrollo Social de las Personas con Discapacidad del Estado de Colima, consideramos emitir un solo proyecto de dictamen, en función de que ambas iniciativas proponen reformar y adicionar diversas disposiciones de la Ley de Educación del Estado de Colima, así mismo determinamos su viabilidad.

Se entiende por persona con discapacidad a todo ser humano que tenga temporal o permanentemente una alteración funcional física, mental o sensorial; o un  trastorno de talla y peso congénito o adquirido, que le impida realizar una actividad propia de su edad y medio social, que implique desventajas para su integración familiar, social, educacional o laboral.
Ante este preámbulo, observamos lo establecido en el artículo 3° de la Ley para la Integración y Desarrollo Social de las Personas con Discapacidad del Estado de Colima, el cual refiere lo siguiente:
“Artículo 3°.- Los tipos de discapacidad previstos en esta Ley son los siguientes: 

I. Neurológica; 

II. Motora; 

III. Mental; 

IV. Sensorial; o 

V. La combinación de cualquiera de los anteriores.”

Ante este panorama, se desprende que la Ley para la Integración y Desarrollo Social de las Personas con Discapacidad del Estado de Colima, contempla los tipos de discapacidades, siendo neurológica, motora, mental, sensorial o las combinación de cualquiera de las citadas.

Cabe mencionar que la protección de los derechos de las personas con discapacidad, tiene como finalidad asegurarles un desarrollo pleno, lo que implica la oportunidad de integrarse física, mental, emocional, social y moralmente en condiciones de igualdad. 
En tal sentido,las personas con discapacidad gozarán de todos los derechos inherentes al ser humano, así como los establecidos en el marco jurídico nacional e internacional, por lo que cualquier distinción, exclusión, restricción, abuso o explotación por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo, será considerada discriminación por motivo de discapacidad.
Por su parte la fracción III del artículo 10 de la Ley para la Integración y Desarrollo Social de las Personas con Discapacidad del Estado de Colima, establece como un derecho de las personas con discapacidad, el recibir educación sin barreras didácticas, psicológicas, arquitectónicas, políticas, sociales o de comunicación, entendiéndose como tal el lenguaje de señas mexicanas.
Ante este preámbulo, esta Comisión dictaminadora, se percata que la iniciativa presentada por el Diputado Riult Rivera, tiene como propósito establecer en la Ley de Educación del Estado, la inclusión de la enseñanza de la Lengua de Señas Mexicanas (LSM) desde los primeros niveles de educación a través del Modelo Bilingüe de Educación de las personas sordas, el cual les pone en contacto con su lengua natural, la Lengua de Señas Mexicanas, y el español escrito, como segunda lengua.
Mientras que la iniciativa presentada por el Diputado Héctor Magaña Lara, propone establecer que toda la educación que impartan la autoridad educativa estatal y los particulares con autorización o reconocimiento de validez oficial de estudios, en cualquiera de sus tipos y niveles, tendrá la facultad de fomentar e implementar programas y acciones que tengan por objeto promover la orientación vocacional, a fin de favorecer que los estudiantes creen su proyecto de vida.

Nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en  su artículo 3° establece que toda persona tiene derecho a recibir educación, así mismo señala que el Estado -Federación, Estados, Ciudad de México y Municipios, impartirá educación preescolar, primaria, secundaria y media superior; la educación preescolar, primaria y secundaria conforman la educación básica; ésta y la media superior serán obligatorias; la educación que imparta el Estado tenderá a desarrollar armónicamente, todas las facultades del ser humano y fomentará en él, a la vez, el amor a la Patria, el respeto a los derechos humanos y la conciencia de la solidaridad internacional, en la independencia y en la justicia; y que el Estado garantizará la calidad en la educación obligatoria de manera que los materiales y métodos educativos, la organización escolar, la infraestructura educativa y la idoneidad de los docentes y los directivos garanticen el máximo logro de aprendizaje de los educandos.

Como es del conocimiento público, las personas que presenta algún tipo de discapacidad auditiva han vivido una historia de múltiples violaciones a los derechos humanos basadas en las limitaciones por la falta de inclusión de la enseñanza de la Lengua de Señas Mexicanas (LSM)  en los niveles de educación que es un motivo de seria preocupación, lo que ha originado el estudio y lucha para evitar trasgresiones a los derechos humanos.

Lo anterior, no obstante que es reconocido en el ámbito nacional e internacional que “Todos los seres humanos nacemos libres e iguales en dignidad y derechos”. En ese tenor es que el artículo 1 párrafo tercero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que todas las autoridades tienen el deber para que en el ámbito de su competencia, promuevan, respeten, protejan y garanticen los derechos humanos, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad; es decir que nuestra máxima normatividad ya establece expresamente el respeto y obligación hacia las autoridades por el respeto de los derechos humanos. 

Es por ello, que en la legislación internacional de derechos humanos impone una absoluta prohibición de la discriminación en lo concerniente al pleno disfrute de todos los derechos humanos, civiles, culturales, económicos, políticos y sociales, que el respeto a los derechos de educación a personas con discapacidad, por tal motivo el Estado deben de adoptar todas las medidas apropiadas para eliminar los prejuicios y las prácticas para otorgar mecanismos que coadyuven a salvaguardar los intereses de los educandos.
En principio de cuentas es necesario referir que es la discriminación desde el punto de vista jurídico; misma que se encuentra definida en el artículo 3 de la Ley que Previene, Combate y Elimina la Discriminación en el Estado de Colima cuyo texto dice: 
Artículo 3°.- …”toda distinción, exclusión o restricción que, basada en el origen étnico, nacional o regional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social o económica, las condiciones de salud, el embarazo, la lengua, las ideologías o creencias religiosas, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil, el trabajo desempeñado, las costumbres, la raza, o cualquier otra, tenga por efecto impedir, menoscabar o anular el reconocimiento o el ejercicio de los derechos y libertades fundamentales de los individuos, y la igualdad real de oportunidades de los individuos”.

El derecho a no ser discriminado se encuentra recogido en el párrafo final del artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que establece: 

“Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades,  la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas”

En cuanto al derecho a la igualdad de todos los seres humanos este tiene su sustento legal en el artículo 4 de la carta magna cuyo texto dice: 

Artículo 4°.- El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta protegerá la organización y el desarrollo de la familia.

Ahora bien, los integrantes de esta Comisión legislativa responsable de emitir el presente dictamen; creemos que es necesario seguir avanzado por el reconocimiento y protección de los derechos humanos de todos los colimenses 
Esta Comisión dictaminadora coincide íntegramente con lo representado, en el sentido que ante el principio de igualdad, se reconoce la discapacidad como un concepto que evoluciona y que resulta de la interacción entre las personas con deficiencias y con barreras debidas a la actitud y al entorno que evitan su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás. Considerando que las personas con discapacidad deben tener la oportunidad de recibir la educación con respecto a la inclusión del lenguaje de señas mexicanas.

Al respecto, se deja establecido que el principio de igualdad, tiene como objeto reglamentar en lo conducente, con fundamento en el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que a letra dice: 

“Estableciendo las condiciones en las que el Estado deberá promover, proteger y asegurar el pleno ejercicio de los derechos humanos y libertades fundamentales de las personas con discapacidad, asegurando su plena inclusión a la sociedad en un marco de respeto, igualdad y equiparación de oportunidades.”
Examinando la importancia que revisten los principios y las directrices de política que figuran en el Programa de Acción Mundial para los Impedidos y en las Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad como factor en la promoción, la formulación y la evaluación de normas, planes, programas y medidas a nivel nacional, regional e internacional destinados a dar una mayor igualdad de oportunidades a las personas con discapacidad, en tal sentido es procedente atender a este sector tan importante, como lo es incluir el lenguaje de señas de la lengua mexicana.
En consiguiente, las Comisiones que dictaminamos el presente documento, consideramos que las personas con discapacidad requieren ser integradas completamente a la sociedad. Por lo que es necesario que ésta se adapte a las necesidades de las personas que por circunstancias de nacimiento o adquiridas, se les dificulte su plena inclusión en un entorno que no ha sido incluyente con ellas.
En conclusión, estas Comisiones dictaminadoras, estiman favorable la iniciativa en estudio, en razón de que la misma otorga certeza jurídica, y cumple con su obligación de fomentar y enriquecer la oferta de trabajo e igualdad a las personas con discapacidad. Como se menciona, estando convencido que con aprobación de la misma se impulsara a un mas. 

Cobran aplicación lo estipulado por el párrafo primero de la fracción I del artículo 1º de nuestra Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima, señala textualmente:
“I.- La vida es un derecho inherente a toda persona. El Estado protegerá y garantizará este derecho desde el momento de la concepción. La familia constituye la base fundamental de la sociedad. El Estado fomentará su organización y desarrollo, por la misma razón; el hogar y, particularmente, la niñez será objeto de especial protección por parte de las autoridades, quienes velarán y cumplirán con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez. Toda medida o disposición protectora de la familia y de la niñez, se considerarán de orden público. Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser registrada de manera inmediata a su nacimiento. El Estado garantizará el cumplimiento de estos derechos. La autoridad competente expedirá gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento.

Dicha disposición legal, sirve como sustento jurídico para respaldar el presente dictamen, bajo este tenor, los integrantes de esta Comisión legislativa, estamos seguros que con la aprobación del presente proyecto de dictamen, se coadyuvara a proteger el interés superior de la niñez colimense, y el derecho a la educación, que les otorga nuestra Carta Magna.
Al respecto de la iniciativa presentada por el Diputado Héctor Magaña Lara, que propone adicionar un segundo párrafo, al artículo 23 BIS 6 de la Ley de Estimulo y Fomento al Deporte y la Cultura Física del Estado de Colima, propone establecer que las instalaciones dedicadas a la cultura física y al deporte, deberán contar con al menos un botiquín de primeros auxilios al alcance de todas las personas, dicha propuesta se determina viable, sin embargo con fundamento en el artículo 130 del Reglamento de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado realizamos los ajustes correspondientes a efecto de otorgar certidumbre jurídica a la misma, y la misma no genere un alto impacto presupuestal. 

TERCERO.- Con relación a la iniciativa presentada por el Diputado Miguel Alejandro García Rivera, que propone expedir la Ley que Regula el Otorgamiento de Becas y Estímulos Educativos del Estado, al respecto es importante mencionar que se solicito criterio técnico a la Secretaria de Educación del Estado, y dicha institución da respuesta manifestando que en el Plan Institucional SE-CSEE 2017-2021 se considera el Programa Nacional de Becas en escuelas públicas, el cual atiende las solicitudes de madres jóvenes y/o jóvenes embarazadas de 12 a 18 años que cursan la educación primera y secundaria en escuelas públicas del estado, así como el Programa de Becas de Apoyo a la Practica Intensiva y Servicio Social de alumnos del 6°, 7° y 8° semestres de Educación Normal (BAPISS), programas que operan con recursos federales, sujetos a la observancia y cumplimiento de las Reglas de Operación del Programa Nacional de Becas las cuales son expedidas por la Secretaria de Educación Pública.

Así mismo, se solicito criterio de impacto presupuestal, a la Secretaria de Planeación y Finanzas, al respecto dieron respuesta manifestando que la iniciativa no presenta la fuente de ingresos para financiar la propuesta, Además de que en el decreto de Presupuesto de Egresos para el ejercicio fiscal vigente, el Congreso del Estado, aprobó recursos para atender a la población objetivo y mediante los instrumentos de política pública referidos en la iniciativa de ley, por lo que se emite opinión en sentido negativo, y la ley propuesta se contraviene con el Eje 4 Transversal 1, Colima con un Gobierno Moderno, Efectivo y Transparente, por lo que no existe congruencia para su discusión.

En términos generales, se determina que no existen recursos para la implementación de dicho proyecto de ley, es aplicable y sirve como base para sustentar el presente documento, citar lo siguiente.
El artículo 58, de la Ley de Planeación Democrática para el Desarrollo del Estado de Colima, que señala:
Artículo 58. Obligación del Congreso del Estado.

1. Todo proyecto de ley o decreto que sea sometido a votación del Pleno del Congreso del Estado, deberá incluir en su dictamen correspondiente la relación que guarde con los planes y programas estatales y municipales respectivos y una estimación fundada sobre el impacto presupuestario del proyecto; previa consulta a la dependencia o entidad de la administración pública del Estado y los municipios respectivamente, quienes en un término no mayor de diez días hábiles deberán dar respuesta a las consultas a que se refiere este párrafo, en caso de no emitirse respuesta se entenderá que el proyecto referido cumple los objetivos del Plan Estatal o Municipal de Desarrollo, según sea el caso así como su viabilidad presupuestal.

Así mismo se señala el párrafo segundo del artículo 6 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios.

“Artículo 16.-...

Todo proyecto de ley o decreto que sea sometido a votación del Pleno de la Legislatura local, deberá incluir en su dictamen correspondiente una estimación sobre el impacto presupuestario del proyecto”.

Los referidos artículos imponen la obligación al H. Congreso del Estado, de incluir en su proyecto de Ley, la relación que guarda éste con los planes y programas estatales y municipales respectivos y una estimación fundada sobre el impacto presupuestario del mismo, para lo cual debe previamente consultar a la dependencia o entidad de la Administración Pública del Estado y los municipios, según corresponda; es decir, los entes estatales o municipales deberán responder, a nivel de consulta, en este sentido estas disposiciones atañe a este Poder Reformador Estatal, la obligatoriedad de observar lo que dispongan los documentos depositarios de las estrategias y planes de desarrollo para el Estado de Colima; en razón de ello, se hace constar que la iniciativa en análisis no se sujetan a lo establecido en el Plan Estatal de Desarrollo, y su impacto presupuestal afecta negativamente la sostenibilidad de las finanzas públicas, por ello y ante todo lo antes argumentado, esta Comisión dictaminadora determinan la inviabilidad del presente proyecto.
Resultado de ello, la mencionada Secretaría concluye que no existen fuentes de financiamiento adicionales para sustentar las erogaciones derivadas de dicha iniciativa; implica compromisos financieros que afectan negativamente la sostenibilidad de las finanzas públicas, el balance presupuestario e incrementaría el creciente déficit actuarial en materia de pensiones y jubilaciones que enfrenta hoy en día el Gobierno del Estado.

Por lo antes expuesto se expide el siguiente:

D E C R E T O  No. 554

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforma el artículo 11 fracciones XXVIII y XXIX; y se adicionan las fracciones XXX y XXXI al artículo 11; la fracción VI al artículo 89, haciéndose el corrimiento correspondiente, todos de la Ley de Educación del Estado de Colima, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 11.- […]

I a la XXVII.- [...]

XXVIII. Prevenir la comisión de delitos en materia de tecnologías y cibernética advirtiendo de los riesgos por el uso de internet y las redes sociales;  

XXIX. Gestionar conforme a los lineamientos expedidos por la autoridad educativa federal, se imparta educación con contenidos preventivos sobre el delito y la delincuencia, acorde al nivel educativo de los estudiantes, desde el sexto año de educación primaria hasta el último año de educación media superior, que comprenda la instrucción de conocimientos sobre los valores para una convivencia social armónica, las bases para vivir en una cultura de legalidad y de paz, así como alertar sobre los riesgos y características de las conductas delictivas o ilícitas, entre otros, que permitan al individuo tener información y conciencia sobre estos fenómenos sociales;

XXX. Difundir y promover en los educandos el respeto y la inclusión de las personas con discapacidad; y
XXXI.- Fomentar e implementar programas y acciones que tengan por objeto promover la orientación vocacional, a fin de favorecer que los estudiantes creen su proyecto de vida.

[…]

ARTÍCULO 89.-  […]

I. a la V.- […]

Vl. Fomentar la lengua de señas mexicanas en la educación pública y privada.

Entendiendo, a la lengua de Señas Mexicanas como la lengua reconocida oficialmente como lengua nacional, que consiste en una serie de signos gestuales articulados con las manos y movimiento corporal, dotados de función lingüística.

VII.- Otorgará apoyos pedagógicos a grupos con requerimientos educativos específicos, tales como programas encaminados a recuperar retrasos en el aprovechamiento escolar de los alumnos, de acuerdo al presupuesto de Egresos de la Federación;
VIII.- Establecerá y fortalecerá los sistemas de educación a distancia que determine la autoridad educativa federal;

IX.- Realizará campañas educativas que tiendan a elevar los niveles culturales, sociales y de bienestar de la población, tales como programas de alfabetización y de educación comunitaria;
X.- Desarrollará programas con perspectiva de género, para otorgar becas y demás apoyos económicos preferentemente a los estudiantes que enfrenten condiciones económicas y sociales que les impidan ejercer su derecho a la educación, en cumplimiento de los programas establecidos por la autoridad educativa federal;

XI.- Impulsará programas y escuelas dirigidos a los padres de familia o tutores, que les permitan dar mejor atención a sus hijos y fortalezcan el valor de la igualdad y solidaridad entre las hijas e hijos, la prevención de la violencia escolar desde el hogar y el respeto a sus maestros; para lo cual se aprovechará la capacidad escolar instalada, en horarios y días en que no se presten los servicios educativos ordinarios;

XII.- Promoverá mayor participación de la sociedad en la educación, así como el apoyo de los particulares al financiamiento y a las actividades a que se refiere este capítulo;

XIII.- Realizará actividades que permitan mejorar la calidad y ampliar la cobertura de los servicios educativos, y alcanzar los propósitos mencionados en el artículo anterior;

XIV.- Establecerá, de forma paulatina y conforme a la suficiencia presupuestal, escuelas de tiempo completo, para aprovechar mejor el tiempo disponible para el desarrollo académico, deportivo y cultural; 

XV.- Impulsará esquemas eficientes para el suministro de alimentos nutritivos para alumnos, a partir de microempresas locales, en aquellas escuelas que lo necesiten, conforme a los índices de pobreza, marginación y condición alimentaria; y

XVI.- Promoverá la enseñanza de una lengua extranjera en particular el idioma inglés, para aumentar  las habilidades de los alumnos de educación básica, apoyándose con el material humano y didáctico necesarios para tal efecto.  

Las autoridades educativas estatal y municipal llevarán a cabo medidas tendientes a propiciar condiciones sociales que incidan en la efectiva igualdad de oportunidades de acceso y permanencia en los servicios educativos.
ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforman la fracción VI del artículo 2°; el párrafo segundo al artículo 6; 27; y la fracción V del artículo 44; y se adiciona la fracción VIII al artículo 2; artículo 27 BIS; artículo 27 TER; se, todos de la Ley para la Integración y Desarrollo de las Personas con Discapacidad del Estado de Colima, para quedar como sigue:

Artículo 2°.- […]
I a la  V.- […]

VI. Lugares con acceso al público: los inmuebles del dominio público o propiedad particular que por razón de su naturaleza o las actividades que en ellos se realizan, permitan el libre tránsito de las personas o de vehículos; 

VII. […]

Vlll. Lengua de Señas Mexicanas: Lengua reconocida oficialmente como una lengua nacional, que forma parte del patrimonio lingüístico de la nación mexicana, que consiste en una serie de signos gestuales articulados con las manos y acompañados de expresiones faciales, mirada intencional y movimiento corporal, dotados de función lingüística.

Artículo 6°.- […]

Así mismo, las dependencias y entidades de la administración pública estatal centralizada y paraestatal, los poderes Legislativo y Judicial, así como las dependencias y entidades de las administraciones públicas municipales centralizadas y paramunicipales, deberán procurar y paulatinamente contar con personal necesario capacitado en el uso de la Lengua de Señas Mexicanas utilizado por las personas sordas, principalmente en las áreas que tengan atención de manera directa con la población, con la finalidad de que puedan dar un trato y servicio adecuado, digno y eficaz a las personas con este tipo de discapacidad.

[…]

[…]

Artículo 27.- La Secretaría de Educación, proporcionará a las escuelas regulares, a través del Centro de Atención de Apoyo Pedagógico a la Educación y la Unidad de Servicios de Atención a Escuelas Regulares, los medios necesarios para que el personal, principalmente el académico, brinden apoyo a los alumnos con discapacidad en él manejo de silla de ruedas, orientación y movilidad, uso del ábaco, lector escritura en sistema Braille, Lengua de Señas Mexicanas y, en general, todos los recursos que la tecnología moderna ofrece al proceso de integración educativa, de ser posible, desde preescolar.

Artículo 27 Bis.- La Secretaría de Educación, a fin de crear las condiciones necesarias para una completa integración y desarrollo de las personas con discapacidad auditiva, promoverá la enseñanza de la Lengua de Señas Mexicanas en la educación pública y privada.

Para los efectos del párrafo anterior, la Secretaría de Educación procurará paulatinamente empleará a maestros capacitados debidamente en el uso de Lengua de Señas Mexicana, para lo cual la Secretaría de Educación Pública, deberá de manera gradual establecer programa de capacitación de Lengua de Señas Mexicana para la planta docente existente en el Estado de Colima, priorizando a los que cuenten con alumnos sordos inscritos en el ciclo escolar correspondiente.

Artículo 27 Ter.- La Secretaría de Educación difundirá el reconocimiento de la Lengua de Señas Mexicanas como lengua oficial, mediante capacitación e investigación a fin de que sea empleada en el Sistema Educativo Estatal.

Artículo 44.- […]
I a la IV.- […]

V. Fomenten la participación de personas con discapacidad en actividades deportivas y culturales a través de eventos, talleres y cursos artísticos, de capacitación teatral, uso del lenguaje braille, Lengua de Señas Mexicanas y otros semejantes;

VI a la X.- […]

ARTÍCULO TERCERO.- Se adiciona un segundo párrafo al artículo 23 BIS 6, de la Ley de Estimulo y Fomento al Deporte y la Cultura Física del Estado de Colima, para quedar como sigue:

Artículo 23 BIS 6. […]
Dichas instalaciones dedicadas a la cultura física y al deporte procurarán contar con al menos un botiquín de primeros auxilios al alcance de todas las personas.

T R A N S I T O R I O 

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente a su publicación en el Periódico Oficial “El Estado de Colima”.
El Gobernador del Estado dispondrá se publique, circule y observe.

Dado en el Recinto Oficial del Poder Legislativo, a los treinta y un días del mes de agosto del año 2018 dos mil dieciocho.

C. FRANCISCO JAVIER CEBALLOS GALINDO
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DECRETO 554.-  Por el que se reforman diversas disposiciones de las leyes de: Ley para la Integración y Desarrollo Social de las Personas con Discapacidad; Ley de Educación y Ley que Regula el Otorgamiento de Becas y Estímulos Educativos. 
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